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 Causa N° 25.025

"Incidente de competencia e/ el 

Juzg. Corr.N° 2 -Dolores - 

y el Juzg. Corr. N° 1 

-Mar del Plata-"


En la ciudad de La Plata a los veintisiete días del mes de septiembre del año dos mil siete, siendo las ........ horas, se reúnen en Acuerdo Ordinario los señores Jueces de la Sala Primera del Tribunal de Casación Penal de la Provincia de Buenos Aires, doctores Horacio Daniel Piombo, Benjamín Ramón Sal Llargués y Carlos Angel Natiello, bajo la Presidencia del primero de los nombrados, para resolver en causa N° 25.025 de este Tribunal, caratulada "Incidente de competencia e/ el Juzgado Correccional N° 2 –Dolores- y el Juzgado en lo Correccional N° 1 –Mar del Plata -". Practicado el sorteo de ley, resultó que en la votación debía observarse el orden PIOMBO – NATIELLO - SAL LLARGUES, procediendo los mencionados magistrados al estudio de los siguientes:

A N T E C E D E N T E S

El presente incidente de competencia ha sido elevado por el Juzgado en lo Correccional N° 2 del Departamento Judicial Dolores, en virtud del conflicto planteado con el Juzgado Correccional N° 1 del Departamento Judicial Mar del Plata. 


Tras el decomiso de mercaderías en tránsito carente de documentación respaldatoria, conforme lo previsto en los arts. 80 y 82 del Código Fiscal, la Dirección Adjunta de Fiscalización de Mar del Plata procedió a elevar las actuaciones al Juzgado en lo Correccional en turno de Departamento Judicial Dolores (Correccional N° 2), donde se procedió a la constatación de la infracción, a fin de que se expidiese sobre la legalidad del procedimiento como condición previa a su ejecución.


El primero de los citados declara su incompetencia por entender que debe intervenir el Juzgado Correccional cuya ubicación territorial coincide con el asiento donde tiene su sede el organismo cuya resolución se recurre o “..de cuya sanción se solicite expedirse sobre su legalidad”; para el caso, la Dirección Provincial de Rentas. Cita los arts. 79 y 80 del Código Fiscal, así como el 33 último párrafo del rito penal, entendiendo que el criterio es el que debe tenerse en cuenta a la hora de lograr una mejor y más pronta administración de justicia.


El Juzgado Correccional N° 1 de Mar del Plata repulsa la competencia atribuida, sosteniendo que de seguirse tal inteligencia, los Juzgados Correccionales de Mar del Plata concentrarían todos los recursos de apelación y controles de legalidad de procedimientos administrativos llevados a cabo por la Dirección Provincial de Rentas frente a todas las sanciones de decomiso de mercaderías en tránsito, por la sencilla razón de que la Gestión Territorial Polo Turístico Sur tiene su sede en la mencionada ciudad costera. Aduna que la determinación del Juzgado en lo Correccional competente surge de lo normado específicamente por los arts. 15, 24 inc. 3° y 29 del C.P.P., desprendiéndose de la última de las disposiciones citadas que la competencia territorial del órgano jurisdiccional se determina por el lugar de comisión del hecho.


Frente a estas puntualizaciones, la titular del órgano de Dolores resiste la devolución de los actuados y plantea formal cuestión de competencia ante este Cuerpo.


Por el interés de la persecución pública en esta Sede se expide el doctor Carlos Arturo Altuve, quien refiere que debe prevalecer el criterio del órgano que repulsa la competencia. Aduna que no resultaría razonable que todos los casos de la Provincia fueran revisados por la Justicia Correccional de un solo Departamento Judicial.


Propugna entonces, en pos de la mejor y más pronta administración de justicia, la aplicación al caso de los arts. 15, 24 inc. 3° y 29 del código adjetivo.


Encontrándose, entonces, la causa en estado de dictar resolución, la Sala I del Tribunal dispuso plantear y resolver las siguientes: 

C U E S T I O N E S


1ra.) ¿Asiste razón al magistrado declinante?


2da.) ¿Qué pronunciamiento corresponde dictar?


A la primera cuestión planteada el señor Juez, doctor Piombo, dijo:

El criterio consagrado hasta ahora en mis votos, reproduciendo en esto a la doctrina competencial en materia de delitos contra la administración pública,  apunta a la centralización. O sea declarar competente al magistrado cuya sede coincide con la de la Administración Pública lesionada, toda vez que en este sitio se encuentran los elementos básicos, casi excluyentemente documentales, para resolver acerca de la acriminación.


Empero, tal como lo subraya el Ministerio Público ante este Tribunal, sería inequitativo pretender que todas las clausuras o cualquier otra sanción administrativa de que se trate, debieran ser resueltas en grado de apelación únicamente por los departamentos judiciales que resulten sede del órgano impositor de las sanciones, pues ello provocará un atosigamiento de esas jurisdicciones con daño para los principios de celeridad y economía.


Tal como se ha dicho en autos por boca del Sr. Fiscal –a quién acompañaré- la repulsa viene fundada en un principio que arranca de la observación de la realidad. En efecto, sabido es que en nuestros días la actividad de policía administrativa ha aumentado y que, como consecuencia de esa expansión, el cúmulo de tareas que debe cumplimentar el Estado es cada vez menos acotado y por ende, de una complejidad mayor. Esto –que no escapa al conocimiento del    lego-, acarrea consecuencias propias de una sobrecarga de tareas a la que se ve sometido el órgano de apelación, coronando una situación toda que -en modo alguno- la tutela jurisdiccional podría acunar en detrimento al mandato constitucional de facilitar el acceso a la justicia.


Por último, debo recordar que este criterio ha sido recogido también por la Sala II del Tribunal que tengo el honor de integrar, sentando la siguiente doctrina:

“En la determinación del órgano competente en aquellas cuestiones en que se recurra una sanción administrativa impuesta por organismos pertenecientes a la órbita del poder administrador provincial, que no poseen sedes en todos los departamentos judiciales en que la Provincia está dividida, debe evaluarse tanto la economía procesal y la eficacia de la investigación, como la defensa en juicio y también la equidad en el reparto interjurisdiccional de dicha atribución, procurando así garantizar el buen servicio de justicia en el ámbito de la Provincia de Buenos Aires. Y estos valores se satisfacen en medida mayor si se retiene la cuestión jurisdiccional en la demarcación territorial en que se sucedieron los hechos materia de juzgamiento, esto es, en el lugar en que la infracción, que diera origen al proceso administrativo, fuera constatada.  Por consiguiente, cabe modificar la anterior doctrina de esta Casación, en cuento dispuso, para esos casos, la apertura exclusiva de la jurisdicción platense lo cual, frente al actual índice de conflictividad evidenciado en el área administrativa provincial, exhibía inequidad en el reparto de competencia jurisdiccional y, consecuentemente, obstaba a una mejor administración de justicia” (Sala II, sent. del 10/4/07, en causa 23.713, “Cuestión de competencia suscitada entre el Juzgado en lo Correccional Nro. 2 del Departamento Judicial Dolores y el Juzgado en lo Correccional Nro. 1 del Departamento Judicial Mar del Plata” ).


Voto, en consecuencia, por la negativa.


A la misma primera cuestión planteada el señor Juez, doctor Natiello, dijo:


Adhiero al voto del doctor Piombo, en igual sentido y por los mismos fundamentos.


Voto por la negativa.


A la misma primera cuestión planteada el señor Juez, doctor Sal Llargués, dijo:

Adhiero al voto de los colegas preopinantes, en igual sentido y por los mismos fundamentos.


Voto por la negativa.



A la segunda cuestión planteada el señor Juez, doctor Piombo, dijo:


Atento al modo como ha quedado resuelta la cuestión anterior, entiendo corresponde atribuir intervención al Juzgado en lo Correccional N° 2 de la circunscripción judicial de Dolores (arts. 15 de la Constitución de la Provincia de Buenos Aires; 20 inc. 3º, 32 inc. 3º, 33 inc. 1º, 34, 35 inc. 1º y 37 del C.P.P.).


Así lo voto.


A la misma segunda cuestión planteada el señor Juez, doctor Natiello, dijo:

Adhiero al voto del doctor Piombo, en igual sentido y por los mismos fundamentos.


Así lo voto.


A la misma segunda cuestión planteada el señor Juez, doctor Sal Llargués, dijo:

Adhiero al voto de los colegas preopinantes en igual sentido y por los mismos fundamentos.


Así lo voto.


Con lo que terminó el Acuerdo dictándose la siguiente
S E N T E N C I A


Por lo expuesto en el Acuerdo que antecede, el Tribunal resuelve:


I.- Declarar competente para entender en la presente incidencia al Juzgado en lo Correccional N° 2 de la circunscripción judicial de Dolores.


Arts. 15 de la Constitución de la Provincia de Buenos Aires y 20 inc. 3º, 32 inc. 3º, 33 inc. 1º, 34, 35 inc. 1º y 37 del C.P.P.


II.- Regístrese. Notifíquese. Remítase lo actuado al Juzgado designado como competente y hágase conocer lo resuelto, con copia del presente, al Juzgado Correccional N° 1 del Departamento Judicial Mar del Plata.

Oportunamente archívese.
HORACIO DANIEL PIOMBO - CARLOS ANGEL NATIELLO - BENJAMIN RAMON SAL LLARGUES

